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RESUMEN

Objetivos: El presente artículo tiene como objetivo analizar la respuesta judicial y penitenciaria ante delitos graves cometidos 
por personas con trastornos mentales, prestando especial atención al tipo de pena impuesta y a la indicación de tratamiento 
psiquiátrico durante su cumplimiento. 
Material y método: Se llevó a cabo mediante un estudio descriptivo combinando revisión bibliográfica y análisis de 38 resolu-
ciones judiciales dictadas en España. En el estudio se examinan el reconocimiento de patología mental, el grado de imputabilidad 
correspondiente y las medidas aplicadas. Las sentencias seleccionadas corresponden a delitos de homicidio, asesinato y agresio-
nes sexuales, todas con mención expresa a un diagnóstico clínico relevante.
Resultados: Los resultados muestran una tendencia clara hacia la imposición de penas de prisión ordinaria, incluso en casos de 
semiimputabilidad. Solo en dos casos, clasificados como inimputables, se impuso una medida de seguridad de internamiento 
psiquiátrico. En más de la mitad de las resoluciones restantes se hizo constar la necesidad de tratamiento psiquiátrico, aunque 
sin concretar cómo se garantizaría su aplicación efectiva. Esta imprecisión, unida a la escasez de recursos especializados en el 
medio penitenciario, limita gravemente la posibilidad de una intervención clínica adecuada. 
Discusión: El estudio pone de relieve las carencias estructurales del sistema penal y penitenciario en la atención a la salud men-
tal, así como la insuficiente articulación entre justicia y red sanitaria. Se plantea la necesidad de un enfoque más individualizado, 
que integre los factores clínicos, criminológicos y sociales del condenado, y que priorice la rehabilitación frente a la lógica 
exclusivamente punitiva.
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MENTAL ILLNESS AND SERIOUS CRIME: ANALYSIS OF THE JUDICIAL 
RESPONSE AND THE LIMITATIONS OF THE SPANISH PENITENTIARY SYSTEM 

ABSTRACT

Objectives: This article aims to analyse the judicial and penitentiary response to serious crimes committed by individuals with 
mental disorders, with particular attention to the type of sentence imposed and the indication of psychiatric treatment during 
its execution.
Material and methods: A descriptive study was carried out, combining a literature review with the analysis of 38 judicial 
rulings issued in Spain. The study examines the recognition of mental pathology, the corresponding degree of criminal respon-
sibility, and the measures applied. The selected sentences relate to crimes of homicide, murder, and sexual assault, all of which 
explicitly mention a relevant clinical diagnosis.
Results: The results reveal a clear tendency towards the imposition of ordinary prison sentences, even in cases of diminished 
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INTRODUCCIÓN

La relación entre enfermedad mental y crimi-
nalidad ha sido un tema de debate histórico y con-
tinuo. Desde principios del siglo XX, se identificó 
que muchos infractores graves presentaban trastornos 
mentales o vulnerabilidades psíquicas, requiriendo 
asistencia terapéutica más que sanción penal. No obs-
tante, las prácticas judiciales a menudo ignoraron estas 
perturbaciones, lo que pudo provocar errores evita-
bles. El enfoque ha evolucionado de la dicotomía res-
ponsabilidad/irresponsabilidad penal hacia la noción 
de peligrosidad social, centrada en la probabilidad de 
reincidencia. Esta perspectiva busca ofrecer tranquili-
dad a los operadores jurídicos y a la opinión pública 
frente a la atenuación de la responsabilidad penal por 
diagnóstico psiquiátrico1.

Aunque no existe una “personalidad criminal” 
única, diversos estudios han identificado ciertos ras-
gos de personalidad, como la impulsividad elevada, el 
escaso control emocional, la tendencia a la búsqueda 
de sensaciones intensas y la hostilidad, que se asocian 
con mayor frecuencia a conductas criminales2. Sin 
embargo, es crucial destacar que no toda conducta 
delictiva implica un trastorno mental, ni todo tras-
torno mental conlleva comportamientos delictivos. 
La mayoría de las personas con trastornos mentales 
no cometen delitos violentos, pero algunos estudios 
sugieren un mayor riesgo de comportamientos delic-
tivos en individuos con psicosis, trastornos del estado 
de ánimo o trastornos de personalidad (especialmente 
antisocial y límite)1,3. Es fundamental desvincular el 
estigma social que asocia automáticamente psicopato-
logía con peligrosidad4.

En el ámbito forense, la presencia de trastornos 
psicopatológicos condiciona profundamente la deter-
minación de la imputabilidad penal y la evaluación 
de la peligrosidad criminal, entendiendo esta como el 
pronóstico de comportamiento que revele la proba-

bilidad de comisión de nuevos delitos en el futuro5-7. 
Se denomina imputabilidad al concepto jurídico de 
base psicobiológica y antropológica que alude a la 
capacidad de una persona para comprender la ilicitud 
de sus actos y adecuar su conducta a esa compren-
sión. Requiere un análisis multidisciplinar que integra 
conocimientos médico-forenses, psicológicos y jurí-
dicos8. 

Para ser imputable, deben estar preservadas dos 
capacidades fundamentales: la capacidad cognosci-
tiva (aptitud para captar y comprender la realidad) y 
la capacidad volitiva (posibilidad de dirigir volunta-
riamente la conducta). La afectación grave y demos-
trable de estas capacidades es objeto de valoración 
individualizada para determinar la responsabilidad 
penal9. Esta concepción dual permite una valoración 
más ajustada a la complejidad del comportamiento 
humano, al tiempo que garantiza un mayor rigor en la 
toma de decisiones judiciales10. Los trastornos de per-
sonalidad y psicóticos son particularmente relevantes 
en este análisis debido a su impacto directo en estas 
capacidades.

Una vez determinada la responsabilidad, el sis-
tema penal y penitenciario se enfrenta al desafío de 
gestionar a estas personas. La respuesta legal varía 
en función del grado de imputabilidad: las personas 
imputables cumplen pena de prisión en centros ordi-
narios, con posibilidad de ser incluidas en programas 
como el Programa de Atención Integral a Enfermos 
Mentales (PAIEM), mientras que para los inimpu-
tables o con responsabilidad disminuida se aplican 
medidas de seguridad, como el internamiento en cen-
tros psiquiátricos penitenciarios9. 

En este contexto, la jurisprudencia establece que 
la medida de seguridad, particularmente el interna-
miento, persigue una doble finalidad: la protección 
de la sociedad frente a los riesgos y la protección del 
propio afectado como destinatario del tratamiento 
médico-terapéutico. Sin embargo, en la práctica, el 

criminal responsibility. Only two cases, classified as criminally non-responsible, led to the application of a security measure 
involving psychiatric institutionalisation. In over half of the remaining rulings, the need for psychiatric treatment was noted, 
although without specifying how its effective implementation would be ensured. This vagueness, combined with the lack of 
specialised resources in the prison setting, significantly limits the possibility of appropriate clinical intervention.
Discussion: The study highlights the structural shortcomings of the Spanish penal and penitentiary system in addressing mental 
health needs, as well as the insufficient coordination between the justice system and the healthcare network. It calls for a more 
individualised approach that integrates clinical, criminological, and social factors of the offender, and that prioritises rehabilita-
tion over purely punitive logic.
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enfoque judicial suele centrarse más en la peligrosidad 
social del enfermo que en su peligrosidad criminal. En 
este sentido, la detención de un individuo debido a su 
peligrosidad debe tener un objetivo terapéutico para 
curar o aliviar su condición mental7,11.

Pese a todo, el sistema presenta limitaciones sig-
nificativas en la atención a la salud mental. La esca-
sez de hospitales psiquiátricos penitenciarios (HPP) 
(únicamente dos en España) y la falta de unidades 
psiquiátricas especializadas en centros ordinarios a 
menudo llevan a que individuos con trastornos men-
tales graves cumplan condena en módulos comunes 
sin la atención especializada adecuada12. 

El PAIEM, aunque implementado, muestra limi-
taciones en su alcance y en la coordinación con la red 
sanitaria externa, priorizando en ocasiones el enfoque 
farmacológico sobre la intervención psicoterapéu-
tica13. Esta situación subraya las carencias estructura-
les y la predominancia de un enfoque punitivo sobre 
el terapéutico y rehabilitador14. Aunque el programa 
cumplió su indicador de calidad en 2023, las estima-
ciones sugieren que más de la mitad de esta pobla-
ción vulnerable queda fuera de su alcance. Además, se 
constata un déficit en el personal psiquiátrico, lo que 
dificulta la atención integral, limitándola a menudo 
al enfoque farmacológico, y se agrava por la falta de 
integración con el Sistema Nacional de Salud7.

En relación con esta cuestión, el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos ha señalado que la privación 
de libertad de una persona con trastorno mental debe 
tener siempre un fin terapéutico, orientado a mejorar 
su estado de salud y desarrollarse en un entorno ade-
cuado y especializado. Cuando estas condiciones no 
se cumplen, el internamiento deja de tener carácter 
sanitario y se convierte en una forma encubierta de 
detención punitiva. En esta línea, el Tribunal Cons-
titucional español ha advertido que el ingreso de 
personas inimputables en prisiones sin unidades psi-
quiátricas específicas vulnera los principios de pro-
porcionalidad y legalidad, al suponer una limitación 
injustificada del derecho a la libertad11,15.

En el caso de Cataluña, donde las competen-
cias penitenciarias y sanitarias están transferidas, el 
modelo presenta particularidades organizativas que 
lo diferencian del resto del territorio español. Existen 
unidades de salud mental penitenciaria, equipos clí-
nicos estables y mecanismos de coordinación entre 
justicia y sanidad que permiten una atención más inte-
grada y una mayor continuidad asistencial. No obs-
tante, el propio informe La salut mental en el sistema 
penitenciari català (2022) reconoce la persistencia de 
retos importantes, como la falta de recursos interme-
dios y la atención a casos de alta complejidad16.

Sin embargo, a pesar de los avances teóricos y 
prácticos, en algunas comunidades autónomas, per-
sisten vacíos importantes, como la necesidad de una 
clasificación más clara de ciertas psicopatologías y la 
escasez de estudios que analicen en detalle los tipos 
de delitos asociados a categorías psicopatológicas, así 
como el acceso y la calidad del tratamiento recibido 
en prisión15,17.

Ante esta problemática, el presente trabajo se 
propone analizar cómo se aborda judicialmente la 
presencia de patología mental en la comisión de deli-
tos graves en España. Para ello, se integra una revisión 
bibliográfica actualizada con el estudio de resolucio-
nes judiciales, examinando la práctica forense y sus 
consecuencias jurídicas.

Los objetivos de este estudio son, por un lado, 
analizar las medidas judiciales impuestas en casos de 
delitos graves cometidos por personas con patología 
mental, prestando especial atención a la frecuencia 
con la que se prescribe o aplica tratamiento psiquiá-
trico. Asimismo, se pretende identificar las principales 
limitaciones del sistema penal y penitenciario español 
en la atención a estas personas, particularmente en lo 
que respecta a los recursos disponibles, la continuidad 
del tratamiento y el seguimiento clínico. Finalmente, 
se plantea una reflexión, desde una perspectiva cri-
minológica y médico-legal, sobre la necesidad de un 
análisis individualizado que permita ajustar la pena y 
la intervención a las características clínicas, personales 
y sociales del condenado.

MATERIAL Y MÉTODO

El presente trabajo se fundamenta en un estudio 
descriptivo y retrospectivo, combinando una revisión 
bibliográfica con el análisis de resoluciones judiciales 
penales. La búsqueda de resoluciones se realizó en la 
base de datos del Centro de Documentación Judicial 
(CENDOJ), incluyendo decisiones procedentes de 
distintos órganos judiciales españoles, en su mayoría 
dictadas por el Tribunal Supremo, junto con algu-
nas resoluciones de tribunales superiores de justicia 
y audiencias provinciales. Para acotar la muestra, se 
aplicaron filtros por tipología delictiva. Las resolucio-
nes analizadas se agruparon en dos bloques de deli-
tos graves: homicidio o asesinato y agresión o abuso 
sexual (principalmente contra menores). Además, se 
consideraron exclusivamente sentencias y autos que 
contenían una referencia clínica al diagnóstico psi-
quiátrico del acusado, ya fuese a través de informes 
periciales o de menciones literales en el texto judicial. 
Se excluyeron aquellos casos en los que el único factor 
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señalado era el consumo de sustancias tóxicas o alco-
hol, sin evidencia de patología mental independiente. 
La muestra obtenida comprendía un periodo tempo-
ral entre los años 1988 y 2025.

Para cada resolución se registraron las siguientes 
variables: fecha de la decisión, órgano judicial, tipo 
de delito, diagnóstico referido, grado de imputabili-
dad reconocido, tipo de respuesta judicial, indicación 
de tratamiento durante el cumplimiento de la pena y 
existencia de medidas accesorias.

Para la revisión bibliográfica, se realizó una bús-
queda sistemática de literatura reciente en bases de 
datos académicas entre las que se incluyen Medline/
PubMed, Google Scholar y Dialnet. Los criterios de 
inclusión se centraron en la literatura que abordara 
los tres ejes temáticos del estudio: la imputabilidad 
penal en casos de delitos graves asociados a patolo-
gía mental, el tratamiento psiquiátrico en el ámbito 
penitenciario español (PAIEM, HPP), y el análisis 
jurídico-forense de la peligrosidad criminal.

El análisis se llevó a cabo mediante procedimien-
tos descriptivos, calculando frecuencias y porcentajes 
globales, así como porcentajes específicos dentro de 
cada grupo, con el objetivo de valorar la relación entre 
el grado de responsabilidad penal y el tipo de medida 
o tratamiento impuesto. Los datos se organizaron en 
una hoja de cálculo elaborada para este propósito, que 
permitió comparar las distintas categorías y extraer 
una visión general del patrón observado. Debido al 
carácter muestral reducido y no probabilístico de 
las resoluciones analizadas, se limitó la aplicación de 
pruebas estadísticas de inferencia.

El estudio se limitó a casos documentales, sin 
intervención directa ni utilización de datos perso-
nales. Por tanto, no fue necesaria la autorización de 
un comité ético de investigación, al tratarse de reso-
luciones públicas y anonimizadas. El procedimiento 
seguido permite la replicabilidad del análisis con 
acceso a las mismas fuentes y criterios de búsqueda 
descritos.

RESULTADOS

El análisis se basó en 38 resoluciones judiciales 
penales dictadas en España, obtenidas mediante bús-
queda sistemática en la base de datos del CENDOJ. 
Estas resoluciones se distribuyeron equitativamente 
en dos categorías de delitos graves: 19 por homicidio 
o asesinato y 19 por agresión o abuso sexual, princi-
palmente contra menores. Se incluyeron únicamente 
casos con mención expresa de un trastorno mental 
relevante en el acusado, excluyendo aquellos donde 
el consumo de sustancias era el único factor.

La revisión de las sentencias estableció una clara 
relación entre el grado de imputabilidad penal y el 
tipo de pena o medida impuesta. A continuación, se 
detallan los hallazgos principales por categoría de 
imputabilidad (véase la Tabla 1 y la Figura 1 para una 
distribución detallada):
•	 Inimputables: se identificaron dos casos (5,3%) 

en esta categoría. Ambos fueron condenados a 
una medida de seguridad de internamiento psi-
quiátrico prolongado (entre 15 y 19 años), sin 
pena de prisión. Las sentencias incluyeron ade-
más libertad vigilada posterior al internamiento y 
la obligación de indemnizar a las víctimas.

•	 Semiimputables: un total de 11 personas (28,9%) 
fueron calificadas como semiimputables. En todos 
estos casos, se impusieron penas de prisión ordi-
naria (entre 4 y 15 años). Notablemente, en 9 de 
estas 11 sentencias (81,8%) se hizo constar expre-
samente la necesidad de tratamiento psiquiátrico 
(en prisión, mediante internamiento médico o 
seguimiento ambulatorio). Además, se impusie-
ron medidas accesorias, como libertad vigilada e 
indemnizaciones.

•	 Imputables con atenuante: este grupo incluyó 
cuatro sentencias (10,5%). Se aplicaron penas de 
prisión que oscilaron entre 6 y 12 años. En tres 
de los cuatro casos (75%) se indicó tratamiento 
psiquiátrico en prisión o ambulatorio, y todas las 
sentencias contenían medidas accesorias.

Tabla 1. Distribución de penas y tratamiento psiquiátrico según el grado de imputabilidad.

Grado de imputabilidad Nº de casos
% sobre el total  
(n = 38)

Pena principal
Tratamiento psiquiátrico 
impuesto

Inimputables 2 5,3%
Internamiento 
psiquiátrico

2 (100%)

Semiimputables 11 28,9% Prisión ordinaria 9 (81,8%)

Imputables con atenuante 4 10,5% Prisión ordinaria 3 (75%)

Plenamente imputables 21 55,3% Prisión ordinaria 8 (38,1%)
Total (excepto inimputables) 36 94,7% — 20 (55,6% con tratamiento)
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•	 Plenamente imputables: constituyó el grupo más 
numeroso, con 21 casos (55,3%). Todos fueron 
condenados a penas de prisión ordinaria (entre 
6 y 20 años). En 8 de los 21 casos (38,1%) se 
incluyó la obligación de tratamiento psiquiátrico 
desde prisión. 
Excluyendo los dos casos de inimputabilidad, en 

los 36 casos restantes con algún grado de responsa-
bilidad penal, 20 sentencias (55,6%) incluyeron de 
forma explícita la obligación de realizar tratamiento 
psiquiátrico durante el cumplimiento de la pena. Tal y 
como se observa en la Tabla 1, la proporción de casos 
con tratamiento impuesto disminuye progresiva-
mente conforme aumenta el grado de imputabilidad: 
del 100% en los inimputables al 38,1% en los plena-
mente imputables. Este patrón refleja una tendencia 
coherente con la respuesta judicial ante el grado de 
responsabilidad penal.

DISCUSIÓN

El presente estudio, basado en el análisis de 38 
resoluciones judiciales penales en España, revela una 
tendencia predominante hacia la imposición de penas 
de prisión ordinaria, incluso en aquellos casos donde 
se reconoce la existencia de un trastorno mental rele-

vante en el acusado. Esta práctica subraya que, a pesar 
de los avances teóricos en la comprensión de la relación 
entre enfermedad mental y criminalidad, la respuesta 
judicial se centra primordialmente en el cumplimiento 
de penas privativas de libertad, incluso para aquellos 
considerados semiimputables, donde la prisión ordina-
ria fue la única medida. Este hallazgo empírico confirma 
la predominancia de un enfoque punitivo sobre el tera-
péutico y rehabilitador en el sistema penal español7,14,15. 
Solo en los dos casos de inimputabilidad (5,3% de la 
muestra) se optó por una medida de seguridad de inter-
namiento psiquiátrico, sin pena de prisión, reforzando 
la preocupación de que personas con patología mental 
cumplan condena en módulos comunes sin la atención 
especializada adecuada7,11,12.

Aunque en más del 50% de las sentencias donde 
se mantuvo algún grado de imputabilidad se incluyó 
la indicación de tratamiento psiquiátrico, esta medida 
se observa de forma genérica, sin especificar el tipo de 
intervención o cómo se garantizará su cumplimiento. 
La ausencia de menciones expresas a la coordinación 
con la red de salud mental externa se relaciona con 
el déficit documentado del PAIEM, el cual, aunque 
implementado, muestra limitaciones en su alcance y 
en la coordinación con la red sanitaria externa. Se ha 
constatado que, incluso cuando el tratamiento psi-
quiátrico es indicado, su aplicación práctica queda 

Figura 1. Tratamiento psiquiátrico según el grado de imputabilidad.
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restringida por la falta de recursos específicos en el 
ámbito penitenciario. Esta limitación se agrava por el 
déficit en el personal psiquiátrico, lo que lleva a que 
la atención integral se limite a menudo al enfoque far-
macológico, priorizando este sobre la intervención 
psicoterapéutica7,13. 

El estudio pone de manifiesto las severas limita-
ciones del sistema penitenciario español en la atención 
a la salud mental. Los recursos especializados en pri-
sión son escasos, un hecho bien documentado en la 
literatura que señala la escasez de HPP (únicamente 
dos en España), y el déficit en el personal psiquiá-
trico7,12. Como consecuencia, la atención psiquiátrica 
se ve a menudo reducida a la supervisión farmaco-
lógica y un control de la conducta, limitándose el 
enfoque integral, lo cual ha sido señalado como una 
priorización del enfoque farmacológico sobre el psi-
coterapéutico13.

La concentración geográfica de los HPP en Ali-
cante y Sevilla supone una restricción importante en 
el acceso, que implica que personas inimputables a 
menudo sean trasladadas a cientos de kilómetros de 
su entorno, afectando la adherencia terapéutica y los 
vínculos personales. Estas deficiencias han sido seña-
ladas por organismos internacionales, advirtiendo que 
el ingreso de inimputables en prisiones sin unidades 
psiquiátricas específicas vulnera los principios de pro-
porcionalidad y legalidad11,15.

Además, la escasez de plazas y la centralización 
de estos recursos dificultan su uso incluso cuando la 
medida es procedente. La inexistencia de estructuras 
intermedias adecuadas deja en situación de desprotec-
ción clínica a personas semiimputables o con afecta-
ciones leves durante el cumplimiento de su pena, un 
reto reconocido incluso en modelos avanzados como 
el catalán16.

Se constata una priorización del enfoque penal 
sobre el terapéutico. A pesar del diagnóstico clínico, 
la intervención adecuada no siempre se traduce en la 
práctica, y la prisión ordinaria sigue siendo el esce-
nario habitual incluso para personas con trastornos 
mentales graves. Este patrón confirma la predomi-
nancia de la lógica punitiva documentada en la lite-
ratura más reciente15. Esto se traduce en carencias 
estructurales para dar respuesta a las necesidades 
de salud mental en el ámbito penitenciario, con una 
intervención clínica insuficiente y una falta de planifi-
cación y red efectiva que garantice la continuidad del 
tratamiento7,14. Tal situación repercute negativamente 
tanto en la evolución clínica de los penados como en 
las posibilidades reales de prevención de la reincidencia 
y de su posterior reinserción social. La ineficiencia del 
tratamiento compromete el objetivo terapéutico de la 

detención y contraviene la necesidad de una perspec-
tiva criminológica que integre el pronóstico y el riesgo 
de reincidencia5-7,11.

El análisis de las sentencias también valida que 
la relación entre psicopatología y responsabilidad 
penal no es directa ni sencilla. Los tribunales no se 
limitan al diagnóstico clínico, sino que aplican crite-
rios que exigen una afectación real de las capacidades 
cognitivas y volitivas del acusado en el momento de 
los hechos para considerar una eximente o atenuante. 
Este hallazgo confirma que la valoración judicial res-
peta el principio de que no toda conducta delictiva 
implica un trastorno mental. Este proceso demues-
tra una valoración individualizada y cuidadosa de 
cada caso concreto, respetando que la imputabilidad 
requiere la preservación de la capacidad cognoscitiva 
y volitiva, lo cual exige un análisis multidisciplinar8-10. 
Sin embargo, se debe reconocer que, aunque la valo-
ración judicial es rigurosa, las limitaciones de recursos 
y en la ejecución de las medidas persisten, lo que con-
tribuye a las carencias estructurales documentadas en 
el sistema penal y penitenciario7,14,15.

A modo de conclusión, desde una perspectiva 
criminológica, se reitera la necesidad de un enfoque 
individualizado y multidisciplinar que integre crite-
rios médicos, jurídicos y criminológicos. Este enfo-
que debe considerar el estado clínico del sujeto, cómo 
afecta a su comportamiento, su capacidad de control, 
su pronóstico y su riesgo de reincidencia5,6. 

No todos los trastornos mentales implican un 
mayor riesgo delictivo, pero algunos perfiles sí presen-
tan factores que deben considerarse para prevenir futu-
ras conductas. Es fundamental superar la mera lógica 
punitiva y priorizar el tratamiento, la recuperación y 
la reintegración social como fines legítimos del sistema 
penal7, 11. La falta de coordinación entre los sistemas de 
justicia y salud mental es una barrera clave que impide 
una respuesta continuada y adaptada a las característi-
cas del penado13,16. Solo una combinación de estos cri-
terios permitirá ajustar la pena, planificar el tratamiento 
y prevenir futuros delitos de manera efectiva.

Limitaciones del estudio

Este trabajo presenta limitaciones que deben 
tenerse en cuenta al interpretar los resultados. Se 
trata de un estudio descriptivo basado en el análisis 
de resoluciones judiciales, sin aplicación directa de 
instrumentos clínicos ni entrevistas forenses, por lo 
que la información procede exclusivamente del con-
tenido de las sentencias. La selección de casos a través 
del CENDOJ, condicionada a la mención expresa de 
un diagnóstico psiquiátrico, puede haber dejado fuera 
otros supuestos no documentados, generando un 
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posible sesgo de selección. Además, el tamaño mues-
tral reducido (n = 38) y la selección intencionada de 
casos limitan la capacidad de aplicar pruebas estadísti-
cas de inferencia y generalizar los resultados, aunque 
sí permite identificar tendencias relevantes y aportar 
una visión útil para futuras investigaciones.
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